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Pereira, tres de octubre de dos mil dieciséis
Acta N° 0         de 3 de octubre de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 22 de agosto de 2016, dentro de la acción de tutela que inició en su contra por el señor OSCAR DE JESÚS JIMÉNEZ RUÍZ.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Oscar de Jesús Jiménez Ruíz que interpuso recurso contra la Resolución No GNR 103720 de 13 de abril de 2016 proferida por Colpensiones, sin que a la fecha esa entidad haya efectuado un pronunciamiento al respecto, motivo por el cual impetró la presente acción de tutela con el fin de que sea amparado su derecho fundamental de petición y como consecuencia se ordene a la llamada a juicio, resolver la alzada.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la entidad accionada por el término de dos (2) días para que se vincularan a la litis, el cual transcurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado, concedió el amparo pretendido al percibir vulnerado el derecho de petición del tutelante con la omisión de Colpensiones de resolver el recurso de apelación formulado contra la Resolución No GNR103720 de 13 de abril del presente año, por lo que le ordenó proferir decisión de fondo.

Inconforme con la sentencia, la entidad accionada la impugnó informando que a través del acto administrativo recurrido, declaró la pérdida de competencia para resolver la solicitud formulada por el actor, tendiente al reconocimiento y pago de la pensión de vejez de manera retroactiva, toda vez que éste impetró acción de nulidad y restablecimiento de derecho ante el Tribunal Administrativo de Quindio, dentro de la cual se profirió sentencia condenando a Colpensiones a que le reconociera y pagara la pensión de vejez teniendo como marco normativo la Ley 33 de 1985 a partir del 15 de enero de 2010, decisión con base en la que, el día 22 de agosto de 2016, se presentó cuenta de cobro, respecto a la cual, Colpensiones aún tiene tiempo para cumplir.
Precisa que en virtud de lo anterior, habiendo perdido la competencia para atender la petición principal y existiendo pronunciamiento de la justicia contenciosa, no está llamada a atender la alzada, razón por la cual solicita sea revocada la decisión, dado que no ha vulnerado el derecho fundamental de petición del actor.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Es procedente la protección constitucional del derecho de petición que reclama el actor?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
2. RECUROS EN LA VÍA GUBERNATIVA

De siempre ha considerado la Corte Constitucional que se vulneran los derechos fundamentales de petición y al debido proceso, cuando en el trámite administrativo no son resueltos oportunamente., en entendido que la entidad obligada a ello está desconociendo las garantías propias del proceso administrativo, establecido en las diferentes normas que lo regulan.  En Sentencia T-002-2013, esa Corporación indicó:
“De esta forma, respecto a los recursos de vía gubernativa que interpuso el apoderado del actor en contra de la resolución que le negó la pensión de invalidez y que alegó no fueron resueltos por el ISS, la Sala considera que la entidad accionada vulneró el derecho fundamental de petición y el derecho fundamental al debido proceso administrativo, al no resolver dentro del término legal para hacerlo, el recurso de reposición y en subsidio de apelación interpuesto el día 15 de febrero de 2010[25], en contra de la Resolución No.21179 de diciembre 16 de 2009, notificada el 9 de febrero de 2010, a pesar de que el apoderado solicitó reiteradamente a la accionada mediante derechos de petición con fecha de mayo 10 y agosto 29 de 2011, la pronta resolución a los recursos. (…)”.
3.   CASO CONCRETO

Para dar solución al problema jurídico planteado, es del caso precisar que, según la Resolución No GNR 102720 de 13 de abril de 2016, el día 7 de marzo de 2016 el actor solicitó a Colpensiones un “NUEVO ESTUDIO” de la pensión de vejez que le había sido negada mediante resolución No GNR 090075 de 2013, negativa que fue confirmada por la Vicepresidencia de Prestaciones y Beneficios, mediante acto administrativo No 2645 de 24 de julio de 2013.

En su decisión, Colpensiones declaró la pérdida de competencia para estudiar nuevamente la solicitud pensional, dado que el actor había acudido a la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, radicada ante el Tribunal Administrativo del Quindio.  Contra dicha decisión, el actor interpuso recurso de apelación el día 12 de mayo de 2016, el cual no ha sido decido por la llamada a juicio.
De la impugnación formulada por Colpensiones, se tiene que ésta entidad no niega la omisión en la que ha incurrido, de hecho la reconoce, pero justifica su decisión insistiendo en la pérdida de competencia para resolver el recurso, así como en el hecho de que en el proceso contencioso iniciado por el actor ya fue proferida sentencia y éste, a través de su apoderada presentó solicitud para su cumplimiento.

Si bien en principio podría estimarse que a la accionada le asisten razones de peso para mantener el silencio que hasta ahora ha imperado, en relación con el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la Resolución No GNR 103720 de 2016, lo cierto es que en el artículo segundo de la parte resolutiva del mismo acto administrativo, se indicó que recursos procedían contra el mismo y precisamente de éstos hizo uso el actor.
Ahora bien, para satisfacer en este caso concreto el derecho de petición, dada la definición jurisdiccional que sobre el fondo ya fue proferida, basta que, respecto al recurso propuesto, Colpensiones explique al recurrente su pérdida de competencia para resolver el asunto planteado y el acatamiento que habrá de hacer a la decisión judicial.

Así las cosas, el ordinal TERCERO de la sentencia impugnada será modificado, para ordenar a la doctora Paula Marcela Cardona Ruiz, Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones, que dé satisfacción al derecho de petición del actor.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 22 de agosto de 2016, en el sentido de ORDENAR a la Dra. PAULA MARCELA CARDONA RUIZ, como VICEPRESIDENTE DE BENEFICIOS Y PRESTACIONES de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES “COLPENSIONES”, o quien haga sus veces, que en un término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS, proceda a dar satisfacción al derecho de petición del actor, informándole las razones que le impiden resolver de fondo su recurso.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la decisión impugnada.

TERCER: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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